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Departamento de Conducta de Mercado y Reclamaciones 
Memoria de Reclamaciones 2017 

Amortización anticipada del préstamo con el seguro contratado a tal fin 

 

 

En principio, y salvo otros pactos contractuales alcanzados, la concurrencia de la 

contingencia cubierta por el seguro no implica por sí sola que dejen de devengarse los 

intereses pactados, ni que las entidades prestamistas cesen en la emisión de los recibos 

mensuales correspondientes, al menos hasta que se haga efectivo el pago de la cantidad 

asegurada por parte de la compañía aseguradora. En ese momento se procederá, en su 

caso, a la amortización anticipada del préstamo, satisfaciéndose entonces el capital 

pendiente y los intereses devengados desde el pago del último recibo si así se hubiese 

pactado. 

 

En cuanto a reclamaciones formuladas ante el DCMR sobre esta materia, básicamente se 

centran en: 

 

a) Denuncia de demora en la amortización del préstamo cubierto, con el consiguiente 

devengo de intereses a favor de la entidad prestamista, y la pretensión del reclamante de 

que se le devuelvan los intereses devengados desde la fecha en que debió ser amortizado 

el préstamo. 

 

b) Falta de cobertura de la amortización del préstamo. Sin llegar a ser numerosas, se han 

presentado reclamaciones porque, bien siendo exigida la contratación del seguro para la 

concesión del préstamo, bien siendo ofertada su contratación para bonificar el diferencial 

del tipo de interés, y cubriendo el seguro la contingencia de desempleo, acaecido el suceso 

de quedarse en paro el prestatario y asegurado, resultaba que el seguro solo cubría tal 

contingencia para empleados «fijos», y no para eventuales o interinos, circunstancia que 

concurría en el asegurado en el momento de la contratación del seguro. 

 

El criterio del DCMR en este punto es como sigue: 

 

En el supuesto a), siempre según la documentación aportada por las partes al expediente, 

habría que analizar si la entidad actuó diligentemente en relación con los hechos 

denunciados. En caso de considerarse que no actuó con la diligencia que le es exigible en 

defensa de los intereses de su cliente, se emitiría opinión contraria a su actuación. Si, por 

el contrario, la entidad actuó diligentemente, es razonable entender que, al haber estado 

financiando el capital prestado hasta el momento de la amortización del préstamo, no 

procedería la devolución de los intereses devengados, pues estos son la remuneración de 

un capital del que efectivamente ha dispuesto el prestatario. Ello siempre sin perjuicio de la 

legitimidad que pudiera asistir al reclamante de exigir responsabilidades a la entidad 

aseguradora o a quien, en su caso, pudiera haber provocado la demora, valoración que, en 

todo caso, excedería la competencia del DCMR. 
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En el supuesto b), siempre y cuando la entidad hubiera sido mediadora en la colocación del 

producto, y sin perjuicio de las responsabilidades en las que, como tal, pudiera haber 

incurrido en materia de seguros, cuya valoración compete a otras instancias, en lo que sí 

procede al DCMR valorar, este emitiría un criterio contrario a las buenas prácticas 

bancarias, al haber recomendado y/o intervenido en la contratación de un seguro con 

coberturas no adecuadas para la situación personal del cliente, cabiendo presumir, 

igualmente, que, al no cubrir tal contingencia, la prima hubiera sido inferior. Ello salvo que 

la entidad pudiera acreditar que advirtió debidamente a su cliente asegurado, quien, en 

todo caso, decidió suscribir el seguro con tal cobertura. 

 

En el expediente R-201613737, la parte reclamante mostraba su disconformidad con el 

hecho de que, a pesar de contar su préstamo hipotecario con un seguro de vida con 

cobertura por incapacidad permanente absoluta y de haber declarado la Administración 

dicha situación mediante resolución administrativa de fecha 6 de marzo de 2015, 

argumentando el reclamante que, con efectos desde el 7 de febrero de 2015, la entidad le 

siguió cobrando las cuotas de su préstamo, entendiendo que aquel debía haberse 

cancelado en la fecha de efectos de la incapacidad. 

 

La entidad alegó que, con posterioridad a la fecha de la incapacidad, la aseguradora abonó 

a la entidad reclamada la cantidad de 131.163,03 euros por el importe de la deuda contraída 

por la parte reclamante pendiente de liquidar, procediendo a la cancelación del préstamo 

de referencia y el exceso de capital (140.000 – 131.163,03 euros = 8.836,97 euros), y, tras 

practicarse la retención fiscal correspondiente, el resultando total neto (7.100,16 euros) fue 

abonado en la cuenta de la parte reclamante. 

 

El DCMR entendió que la entidad se había apartado de las buenas prácticas bancarias al 

no haber explicado ni justificado la demora en efectuar la cancelación anticipada del 

préstamo ni el destino dado al exceso resultante de la diferencia entre la cuantía recibida 

de la aseguradora y la aplicada a la amortización anticipada del préstamo. 


